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Resumen: Este artículo es un estudio compa-
rativo de las capacidades socioestatales que 
han sido desarrolladas en los procesos de 
institucionalización de áreas naturales prote-
gidas (ANP) en América Latina, en el marco 
de su interdependencia con los procesos de 
gobernanza global y respecto al papel que 
los derechos humanos han representado para 
tal fin. Desde un enfoque que combina el aná-
lisis de la acción colectiva multinivel con un 
seguimiento de procesos, este trabajo traza 
trayectorias institucionales nacionales y mul-
tilaterales; analiza las principales dinámicas 
que se producen para la delimitación de la 
protección de áreas naturales en los países 
con mayor biodiversidad de la región, y ex-
plora posibilidades con vistas a los nuevos 
acuerdos en la agenda global. 
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Abstract: This paper makes a comparative 
study of the socio-state capacities developed 
during the processes of institutionalising 
protected natural areas (PNA) in Latin 
America. It sets them within a framework 
of their interdependence with global 
governance processes and in relation to 
the role human rights have played for 
these purposes. Taking an approach that 
combines analysis of multilevel collective 
action with process monitoring, this work 
traces the trajectories of national and 
multilateral institutions; analyses the main 
dynamics that arise in the delimitation of the 
protection of natural areas in the countries 
with the greatest biodiversity in the region; 
and explores the possibilities for new 
agreements on the global agenda.
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La iniciativa intergubernamental Coalición de Alta Ambición por la Natu-
raleza y las Personas (HAC, por sus siglas en inglés)1 lanzada en enero de 2021, 
promueve un acuerdo internacional que permite proteger el 30% de las zonas 
terrestres y 30% de las zonas marinas del planeta. Apoyados en la evidencia 
científica sobre el cambio climático, todos los informes oficiales insisten en que 
implementar sistemas efectivos de protección de la biodiversidad y los ecosiste-
mas estratégicos, beneficia a todo el planeta y garantiza un futuro sostenible para 
la economía global (IPCC, 2021). En este sentido, se pone en evidencia que las 
consecuencias de la depredación de ecosistemas afectan la economía global en su 
conjunto y las proyecciones de quienes han depositado su confianza en las solu-
ciones basadas en el avance tecnológico, el cual demanda cantidades ingentes de 
materias primas para su construcción.

Hasta ahora, las declaraciones, 
normativas y otras diversas formas 
de protección basadas en «áreas» 
son la principal herramienta insti-
tucional establecida globalmente 
para la restauración de ecosistemas. 
Sin embargo, en estos mismos terri-
torios, los conflictos socioambien-
tales se han ido incrementando de 
manera drástica en todo el mundo. 

En África, por ejemplo, organizaciones de derechos humanos han desplegado 
una amplia campaña para denunciar el daño que dichas delimitaciones –con-
sideradas como el «conservacionismo colonial» de la gobernanza global– han 
supuesto para los derechos de comunidades locales, así como el riesgo que 
implica el aumento en los porcentajes de conservación (Survival, s./f.)2. En 
América Latina, por el contrario, encontramos que existe una gran variedad 
de formas de implementación de medidas de protección basadas en las deli-
mitaciones que suponen las áreas. En muchas ocasiones, estas se han conse-
guido por iniciativa social, reivindicando los derechos humanos y derechos 
de los pueblos, así como la protección de la biodiversidad ecológica y cultural  
en los territorios. Al respecto, la gobernanza global incide de manera directa 

1.	 Copresidida por Costa Rica, Francia y el Reino Unido, la HAC (High Ambition Coalition for 
Nature and People) se lanzó el 11 de enero de 2021 en la Cumbre «Un Planeta» celebrada en París. 
Véase: https://www.hacfornatureandpeople.org/home-esp.

2.	 Véase: https://www.survival.es/indigenas/bakas_messokdja 

Hasta ahora, las declaraciones, normati-
vas y otras diversas formas de protección 
basadas en «áreas» son la principal herra-
mienta institucional establecida globalmen-
te para la restauración de ecosistemas. Sin 
embargo, en estos mismos territorios, los 
conflictos socioambientales se han ido in-
crementando de manera drástica.

https://www.hacfornatureandpeople.org/home-esp
https://www.survival.es/indigenas/bakas_messokdja
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en tres ejes principales de acción-intervención, a través de esquemas cooperati-
vos o conflictivos: a) la presión de intereses económicos para la apropiación de 
bienes minero-energéticos generadores de dinámicas extractivas; b) la promo-
ción, divulgación y respaldo a los derechos humanos como parámetros nor-
mativos comunes, y c) el fomento de la gobernanza ambiental que promueva 
diversos procesos de protección y esquemas de regulación de ecosistemas es-
tratégicos para el planeta. 

Este artículo estudia en términos comparados las capacidades socioestatales 
que se han ido desarrollando en los procesos de institucionalización de es-
tas delimitaciones –las áreas naturales protegidas (ANP)– en América Latina, 
en el marco de su interdependencia con los procesos de gobernanza global 
y respecto al papel que los derechos humanos han representado para tal fin. 
En estos procesos de institucionalización, se pueden diferenciar claramente 
tres grupos de actores fundamentales: primero, las comunidades étnicas, es-
pecialmente indígenas en defensa de sus territorios ancestrales; segundo, los 
colectivos de diverso tipo que incluyen comunidades étnicas, pero también 
comunidades campesinas, organizaciones sociales y ciudadanas, investigadores 
de las ciencias sociales, activistas de derechos humanos, colectivos feministas, 
ecofeministas, ecologistas y otros grupos ambientalistas locales, articulados y 
movilizados por conflictos socioambientales que reclaman la preservación de 
bienes comunes o áreas de protección específicos; y tercero, miembros de la 
academia, principalmente de los campos de la ecología y la biología,  que, 
desde su saber científico-técnico, han liderado la delimitación e instituciona-
lización de las ANP. Estos tres grupos, que interactúan permanentemente y, 
en algunos casos, de maneras contradictorias, han creado marcos de acción y 
significado que les permiten organizar acciones colectivas al interior de cada 
país, así como interactuar de manera específica con las diversas redes de gober-
nanza global, incidiendo y otras veces contradiciendo sus principios y formas 
de actuación. 

Se argumenta en este artículo que el peso específico de la acción colectiva en 
los diferentes países, así como la respuesta estatal correspondiente, han defini-
do perfiles de capacidades socioestatales que marcan trayectorias de institucio-
nalización en la protección de áreas, permitiendo comprender su íntima rela-
ción con la trayectoria sociopolítica de cada país. El conocimiento de este tipo 
de procesos, con sus actores claves, formas de acción colectiva-institucional, 
mecanismos prevalentes de coordinación/cooperación intergubernamental y 
capacidad institucional en los territorios nacionales, contribuye en la imple-
mentación de medidas de protección basadas en áreas, el arraigo de las medi-
das, así como la identificación de obstáculos potenciales y contextuales inevi-
tables. Al comparar regionalmente trayectorias y secuencias de los cinco países 
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con mayor biodiversidad de América latina –Brasil, Colombia, México, Perú 
y Ecuador–, se han establecido tres tipologías de trayectorias diferenciadas en 
los procesos de movilización-institucionalización-implementación decisivos 
para la salvaguarda de ecosistemas estratégicos: a) la trayectoria de contestación 
de comunidades étnicas y sus reivindicaciones en torno a los derechos de los 
pueblos, tierras y territorios, siendo Brasil el caso tipo; b) la trayectoria de mo-
vilización sociolegal de amplios colectivos sociales y étnicos, ciudadanía orga-
nizada en defensa de bienes comunes, que apelan a los derechos humanos para 
la protección de ecosistemas, siendo Colombia el caso tipo; y c) la trayectoria 
de institucionalización, ligada al trabajo más especializado científico-técnico 
de conservación y manejo basado en la coordinación estatal, siendo México 
el caso tipo.  

Este artículo presenta, en primer lugar, una síntesis del enfoque teórico y las 
categorías analíticas básicas del estudio; en segundo lugar, analiza el período 
desarrollista en América Latina hasta finalizar la década de los ochenta del siglo 
pasado; en tercer lugar, explica las dinámicas de institucionalización, el ensan-
chamiento y formas de incidencia en los escenarios de gobernanza global a partir 
de la década de los noventa; en cuarto lugar, presenta una síntesis analítica don-
de se comparan trayectorias, actores, y rasgos relevantes en la formas de imple-
mentación de las diferentes medidas y procesos; y, por último, las conclusiones 
retoman los principales hallazgos.   

Interdependencias: perspectivas y enfoques 
teóricos

Las formas de protección basada en áreas y ecosistemas estratégicos son el 
centro de articulación de nuevos lenguajes sociales e institucionales –como for-
mas culturales de valoración de la naturaleza– que habían sido tradicionalmente 
defendidos por parte de las comunidades étnicas. Sin embargo, estos procesos 
dinámicos de significación, valorización y apropiación de la naturaleza están en 
el centro de los conflictos socioambientales en toda la región de América Latina 
y de los objetivos y metas que se han establecido en el mundo como compromi-
sos colectivos para la recuperación y salvaguarda del equilibrio ecosistémico del 
planeta (Alimonda, 2017; Acosta y Martínez, 2011; Leff, 2009; Martínez-Alier, 
2004; Hincapié, 2018). Analizar la interdependencia de las acciones colectivas 
en medio de los conflictos, donde convergen diversos actores y perspectivas, con 
los procesos de institucionalización de las formas de protección basadas en áreas, 
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permite explicar la generación de capacidades (Sen, 2009; Nussbaum, 2006) 
socioestatales (Hincapié, 2017a) con que contamos para la transformación de 
los conflictos en procesos de cambio social e institucional.

Por capacidades socioestatales entendemos al conjunto de innovaciones ins-
titucionales –formales o informales– resultado de acciones colectivas que han 
logrado vincular a organizaciones y agentes estatales, transformando inercias 
institucionales que proporcionan oportunidades efectivas para la búsqueda de 
funcionalidades definidas previamente como objetivo de la acción colectiva (Hin-
capié, 2017: 76). Así, las acciones encaminadas a la construcción de capacidades 
socioestatales no se establecen al margen del orden estatal como resistencia, sino 
que buscan, desde una opción alternativa, vincular agentes estatales con el fin de 
obtener mayores recursos colectivos, que brinden arraigo a las nuevas prácticas, 
minimizando la capacidad de acción 
de grupos autónomos para imponer 
sus intereses de manera arbitraria. 
La comprensión de estos procesos 
es fundamental para apoyar nuevas 
estrategias para la transformación 
de los conflictos socioambientales y 
crear condiciones que garanticen la 
preservación y recuperación de eco-
sistemas estratégicos en el contexto 
de cambio climático.

Desde una perspectiva relacional-procesual para comprender y explicar el 
cambio social e institucional, en este estudio se han integrado métodos pro-
pios del análisis de la acción colectiva (Tarrow, 2009; Tilly y Wood, 2010) y el 
cambio institucional, específicamente el process tracing y el método secuencial 
comparado, que permiten identificar patrones de eventos a escala regional 
y trazar trayectorias históricas (Ostrom; 1990; 2005; Fioretos et al., 2016; 
Mahoney y Thelen, 2015). La transversalidad e interseccionalidad del enfo-
que de género han permitido identificar cambios de posicionamiento en los 
liderazgos o formas organizativas, relaciones interculturales y diferenciaciones 
sensibles a los contextos como factores explicativos de las acciones colectivas 
(Crenshaw, 1989 y 1991; Grewal y Kaplan 1994, Moghadam, 2009 Fraser, 
2008). Por su parte, los derechos humanos, definidos como un conjunto de 
ideas, instituciones y acciones colectivas, cumplen una función de articulación 
multidimensional, en la medida que establecen parámetros analíticos donde 
confluyen planos (discursivo, institucional y acción colectiva), niveles (local, 
estatal y global) y actores (institucionales, privados, colectivos e individuales) 
(Hincapié, 2020a: 186-187). 

Analizar la interdependencia de las ac-
ciones colectivas en medio de los conflic-
tos, donde convergen diversos actores y 
perspectivas, con los procesos de institu-
cionalización de las formas de protección 
basadas en áreas, permite explicar la ge-
neración de capacidades socioestatales 
para la transformación de los conflictos.
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Desarrollismo, comunidades originarias y 
conservacionismo  

El impulso inicial a las políticas de protección basadas en áreas tuvo una gran 
influencia del movimiento conservacionista en crecimiento a nivel internacio-
nal, especialmente en Europa y Estados Unidos. Era una perspectiva científico-
técnica que compaginaba muy bien con la visión desarrollista preponderante en 
el período de sustitución de importaciones en los años setenta del siglo pasado 
que, en Perú, Brasil y Ecuador, dio impulso a la colonización de la Amazonía 
a través de diversas leyes de reforma agraria, desde la visión asimilacionista de 
comunidades indígenas, rasgo característico de las dinámicas de «colonialismo 
interno» en todos los países (Stavenhagen, 1965). 

El Perú marca el epítome de la visión del conservacionismo clásico –y la in-
fluencia de actores transnacionales como la Unión Internacional para la Conser-
vación de la Naturaleza (UICN) y el Fondo Mundial para la Naturaleza (WWF, 
por sus siglas en inglés)– para la creación de ANP desde la visión de «zonas 
prístinas» que debían permanecer aisladas del contacto humano (Solano, 2005; 
Shepard et al., 2010; Varese, 1996). Lo anterior fue especialmente notable en el 
establecimiento del Parque Nacional del Manu y la Estación Cocha Cashu, bajo 
la dirección por más de 20 años del académico ambientalista estadounidense 
John Terborgh (1999), quien consideraba indeseable la presencia de las comuni-
dades étnicas originarias en el territorio. A pesar de ello, cabe destacar el esfuerzo 
pionero y la iniciativa de ecologistas y ambientalistas peruanos interesados en la 
conservación biológica, con capacidad de influencia y ubicados en universidades 
del centro del país, que durante los gobiernos militares (1968-1980) sentaron 
las bases del primer sistema de «unidades de conservación» con 15 ANP que 
cubrían cerca de cinco millones de hectáreas (Dourojeanni, 2018). Junto a la 
delimitación de áreas naturales, los gobiernos militares llevaron a cabo grandes 
obras de infraestructura, como hidroeléctricas y carreteras de penetración de la 
selva, lo que llevó a la organización inicial de comunidades indígenas para exigir 
el reconocimiento de sus territorios ancestrales, cuestionar su invisibilidad y la 
negación de sus tierras, tradiciones, herencia étnica y cultural por parte de las 
organizaciones estatales (Bonfil et al., 1982; Brassel, 2008; Lara et al., 2002).

La intensidad de la acción colectiva en toda la región latinoamericana durante 
este primer ciclo de movilización de 1970 a 1990, se ve reflejada en la fundación 
de organizaciones que, más de 40 años después, se han constituido en portavoces 
legítimas de las demandas de las comunidades étnicas, a nivel nacional e interna-
cional. Algunas de las más importantes son las siguientes: en Colombia, la Coor-
dinadora Regional Indígena del Cauca (CRIC), creada en 1971, la Organización  
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Indígena de Colombia (ONIC), en 1982, y la Organización Indígena de Antioquia 
(OIA), en 1985; en Ecuador, la Confederación de Nacionalidades Indígenas de la 
Amazonía Ecuatoriana (CONFENAIE), en 1980, y la Confederación de Nacio-
nalidades Indígenas del Ecuador (CONAIE), en 1986; en el Perú, la Asociación 
Indígena de la Selva Peruana (AIDESEP) en 1979 y, en Brasil, la Coordinación  
de Organizaciones Indígenas de la Amazonía Brasileña (COIAB) en 1989. Muchas de  
estas coordinadoras nacionales fueron a su vez fundadoras de la Coordinadora  
de Organizaciones Indígenas de la Cuenca Amazónica (COICA) en 1984.  

En la configuración de las primeras organizaciones indígenas se crearon conver-
gencias con comunidades misioneras e investigadores, antropólogos y sociólogos, 
comprometidos con la denuncia de la imposición de proyectos «desarrollistas» que 
despojaban los territorios ancestrales (Posey, 1995). En Brasil, las denuncias por 
la invasión de tierras y la exigencia 
de demarcaciones fueron una cons-
tante durante la dictadura militar 
(1964-1985). La organización civil 
que acompañó históricamente estas 
demandas, antes de la constitución 
de las propias organizaciones de co-
munidades indígenas, fue el Consejo 
Misionero Indigenista (CIMI), crea-
do en 1972, y la Comisión Pastoral 
de la Tierra (CPT). Estas organiza-
ciones denunciaron por primera vez los abusos cometidos y violaciones de dere-
chos humanos en contra de la comunidad Yanomami, la invasión de la Amazonía 
y sus consecuencias medioambientales, lo que llevó, junto con otras organiza-
ciones internacionales, el 15 de diciembre de 1980 a la primera petición ante la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra el Gobierno de 
Brasil, la cual dio paso a una de las primeras declaraciones sobre tierras, territo-
rios, identidad cultural y comunidades indígenas en 1985 (CIDH, 1985; CNBB, 
1980; Casaldáliga, 1971). Por otro lado, una de las grandes conquistas a nivel 
internacional y multilateral se llevó a cabo en el seno de la Organización Interna-
cional del Trabajo (OIT), que conformó en Ginebra (Suiza) un Grupo de Trabajo 
encabezado por el sociólogo y antropólogo mexicano Rodolfo Stavenhagen (2010 
y 2013), encargado del diseño del Convenio 169 adoptado por esta organización 
en 1989. El Convenio 169 de la OIT marcó el punto de referencia de las accio-
nes colectivas de las comunidades y organizaciones indígenas, siendo hasta hoy el 
instrumento internacional más importante para la reivindicación de derechos de 
los pueblos indígenas y tribales, así como para la protección y reclamación de sus 
tierras y territorios (Hincapié, 2017b). 

El Convenio 169 de la OIT marcó el punto 
de referencia de las acciones colectivas 
de las comunidades y organizaciones in-
dígenas, siendo hasta hoy el instrumen-
to internacional más importante para la 
reivindicación de derechos de los pueblos 
indígenas y tribales, así como para la 
protección y reclamación de sus tierras y 
territorios.
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En Colombia, el Instituto de los Recursos Naturales Renovables y del Am-
biente (INDERENA), tuvo a su cargo la delimitación inicial de la gran ma-
yoría de ANP gracias al interés de ambientalistas formados en la Universidad 
Nacional de Colombia, quienes fueron impulsores de las primeras políticas de 
conservación en el país durante la década de los setenta (Guhl y Leiva, 2015). 
Pero, más importante, la colonización informal de regiones amazónicas surgió 
como consecuencia del conflicto armado interno y el desplazamiento forzado de 
campesinos del centro del país, en procesos que han sido caracterizados como 
«colonización armada», independiente de las comunidades indígenas que habi-
taban tradicionalmente los territorios selváticos (Gilhodes, 1984). En términos 
generales, la dinámica particular colombiana, derivada del prolongado conflicto 
armado interno, diferencia claramente su trayectoria de las dinámicas panama-
zónicas preponderantes en Brasil, Perú y Ecuador, con poblaciones indígenas 
mucho mayores en términos porcentuales, y que habitan las selvas y bosques sin 
conflicto armado interno, aunque no exento de violencias de diverso tipo.    

En México, la acción colectiva de comunidades campesinas e indígenas, así 
como de ambientalistas y ecologistas, tuvo características especiales que la dife-
rencian de los procesos vividos en los países suramericanos. En buena medida, el 
factor explicativo de la trayectoria diferenciada mexicana radica en la legalidad en 
la tenencia comunal de la tierra, que indígenas y campesinos habían logrado con-
quistar bajo la figura de «dotación de ejidos», en el marco del proceso de reforma 
agraria derivada de la Revolución Mexicana y especialmente durante el Gobierno 
del presidente Cárdenas entre 1934-1940 (Falcón, 1978). Con la tenencia de la 
tierra en manos de ejidatarios, los modelos desarrollistas promovidos a partir de la 
década de los cincuenta favorecieron la concesión de bosques a empresas privadas 
o paraestatales, manteniendo la propiedad comunal. Durante las décadas de los 
setenta y ochenta, la acción colectiva de comunidades ejidales estuvo encaminada 
a promover políticas que facilitaran el aprovechamiento autónomo de los recur-
sos naturales, logrando la Ley Forestal de 1986, la cual prohibió las concesiones 
forestales y creó el derecho de consulta a las comunidades ejidales sobre cualquier 
proyecto de aprovechamiento en sus tierras y territorios. A partir de allí, algunas 
comunidades empezaron a desarrollar capacidades para el aprovechamiento de sus 
recursos forestales de manera sostenible, con acompañamiento técnico, así como 
con capacidad organizativa (Bray y Merino, 2004; Merino 2018; Bray, 2020). 

Esta trayectoria histórica redistributiva en la tenencia de la tierra fue consis-
tente con la visión y los esfuerzos pioneros de investigadores, ecólogos y etno-
biólogos, en los que las ideas del ecodesarrollo tuvieron mayor arraigo. En ese 
sentido, las propuestas de conservación que llevaron a cabo expertos como Gon-
zalo Halftter y Arturo Gómez Pompa se vieron reflejadas en la creación de la 
«modalidad mexicana» de Reservas de la Biósfera de la UNESCO. Las caracte-
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rísticas particulares de las primeras Reservas de la Biósfera de México y América 
Latina, Mapimí y La Michila en el estado de Durango, fueron considerar como 
parte de sus objetivos la inclusión de las comunidades e instituciones locales en 
los trabajos de conservación, así como la promoción  de procesos de investiga-
ción que tuvieran en cuenta las realidades socioeconómicas del contexto, ade-
más de responder a estrategias concertadas localmente y de gestión con las más 
altas autoridades del país (Halftter, 1984 y 2002). Tanto el Consejo Nacional 
de Ciencia y Tecnología (CONACYT) como universidades nacionales y regio-
nales cumplieron una labor fundamental de apoyo a la creación de las primeras 
Reservas de la Biósfera –creando laboratorios y centros de investigación en las 
localidades, entre los que se destacan especialmente el Instituto Politécnico Na-
cional, el Instituto de Ecología (INECOL), la Universidad Nacional Autónoma 
de México (UNAM) y la Universidad de Guadalajara (Halffter, 2011)–. Más 
adelante estos impulsores de las ANP –investigadores universitarios, ecologistas-
conservacionistas– también crearon organizaciones no gubernamentales como 
una manera de canalizar recursos para la gestión y desarrollo de proyectos en 
las ANP. Fue así como surgieron Pronatura, Biocenosis, Amigos de Sian Ka’an, 
Espacios Naturales y Desarrollo Sustentable, A. C. o ENDESU, entre otros.

Institucionalización, gobernanza ambiental y 
derechos de los pueblos

La década de 1990 marcó un ciclo ascendente de institucionalización de las 
demandas abanderadas durante las dos décadas anteriores, enmarcadas en los pro-
cesos de democratización y reforma estatal en toda la región latinoamericana. La 
Cumbre de la Tierra celebrada en Río de Janeiro en 1992 se constituyó en el punto 
de inflexión de la acción colectiva a nivel internacional y multilateral, impulsando 
reformas a nivel estatal y un nuevo marco de gobernanza ambiental global, con 
la Declaración de Río sobre Medio Ambiente y Desarrollo, la aprobación de la 
Agenda 21, la Convención Marco de Naciones Unidas sobre Cambio Climático 
(CMNUCC), el Convenio sobre la Diversidad Biológica (CDB) y la Declaración 
de principios para la ordenación, la conservación y el desarrollo sostenible de los 
bosques de todo tipo. La capacidad de incidencia de las organizaciones ambien-
talistas y ecologistas se desarrolló al lado de los pueblos indígenas, dejando su 
impronta inicial como guardianes de la naturaleza, creando sus propias redes de 
movilización y logrando posicionar sus demandas frente al «conservacionismo ex-
cluyente». En ese sentido, el CDB derivado de la cumbre reconoció explícitamente 
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el papel fundamental de las comunidades étnicas en la conservación, así como la 
estrecha relación entre diversidad cultural y biológica, delineando las reivindica-
ciones de lo que en adelante se conocería como «doble conservacionismo» (Brysk, 
1994 y 2000; Guha y Martínez-Alier, 1997; Keck, 1998). 

Este escenario de movilización transnacional contribuyó tanto a la expansión 
sin precedentes del diseño de políticas ambientales como al reconocimiento nor-
mativo de derechos de los pueblos indígenas en sus tierras y territorios. Todos 
los países estudiados –Brasil, Colombia, México, Perú y Ecuador– ratificaron el 
Convenio 169 de la OIT, contribuyeron al fortalecimiento del Sistema Interame-
ricano de Protección de los Derechos Humanos (SIDH), ratificaron el CDB y se 
comprometieron también al cumplimiento de las Metas Aichi que concretaba su 
Plan Estratégico 2011-2020. Todo lo anterior también se expresó en cambios de 
comportamiento, al menos de manera formal, en las principales organizaciones 
de conservación transnacional como la Unión Mundial de Conservación (UICN) 
durante el Congreso Mundial de Parques en 1994, el Plan de Sevilla de la Reser-
vas de la Biósfera de la UNESCO en 1995 y la WWF, que en 1996 presentó su 
«Declaración de principios», donde reconocía los derechos de los pueblos y la im-
portancia de considerarlos como parte integrante en los procesos de conservación. 

Articuladas en estas mismas redes de gobernanza ambiental global, durante esta 
década de los noventa, el Fondo para el Medio Ambiente Mundial (FMAM) im-
pulsó la creación de fondos nacionales que administraran los recursos de coopera-
ción internacional y multilateral para la conservación. En ese sentido, fueron crea-
dos el Fondo Nacional para Áreas Naturales Protegidas por el Estado (FONANPE)  
del Perú en 1992, el Fondo Mexicano para la Conservación de la Naturaleza 
(FMCN) en 1994 y el Fondo Brasilero para la Biodiversidad (FUNBIO) en 1996. 
Estos fondos han permitido gestionar importantes recursos de cooperación multi-
lateral para la conservación en áreas naturales de manera coordinada entre actores 
preponderantes del conservacionismo en cada país, como representantes de la «so-
ciedad civil», gobiernos y empresas (Dourojeanni y Quiroga, 2006).

En Brasil la acción colectiva de las distintas comunidades indígenas fue el mo-
tor de los sistemas de protección basados en áreas. El proceso de transformación 
institucional se inició con la Constitución de 1988, en la que se reconocieron 
derechos de los pueblos originarios sobre sus tierras y territorios, así como la pro-
tección y respeto por sus formas de organización tradicional, idiomas y tradiciones 
ancestrales (Machado, 1991); así mismo, se establecía el derecho a un «medio 
ambiente ecológicamente equilibrado» siendo deber de los gobiernos preservarlo 
y «definir los espacios territoriales y sus componentes a ser especialmente protegi-
dos». En 1989, el cacique de los indígenas Kayapos Raoni Metuktire, en su pri-
mera y exitosa gira por Europa, logró una gran campaña internacional al reunirse 
con mandatarios como Jacques Chirac y políticos de alto nivel, a los cuales expuso 
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la necesidad de conservar los bosques de la Amazonía y sus comunidades. Gracias 
a su presentación, el legendario cacique logró abrir la puerta a la delimitación del 
Parque Nacional Xingu, uno de los parques nacionales más grandes de la Ama-
zonía, e impulsó la creación de asociaciones civiles para la recaudación de fondos 
que se concretaron en el Gobierno de Fernando Henrique Cardoso (1995-2003). 

Ello contribuyó a la exitosa implementación de la política de demarcación, la 
ejecución del Proyecto Integrado de Protección a las Poblaciones y Tierras Indí-
genas de la Amazonía Legal (PPTAL), parte del Programa Piloto de Protección 
de los Bosques Tropicales de Brasil (PPG7) –financiado por el G-7, el Gobierno 
alemán y el Banco Mundial–. Este megaproyecto desarrollado en el Gobierno 
de Cardoso estaba fundamentado en la activa participación de las comunidades 
étnicas para la delimitación de los territorios a ser titulados y permitió, junto 
con otros procesos derivados de la misma acción colectiva de las comunidades, 
el mayor número de tierras reconocidas, además de convertirse en un proceso 
de construcción de capacidades legales en la interlocución con las instituciones 
estatales (Kasburg y Gramkow, 1999). En 1994 se creó el Programa Nacional  
de Diversidad Biológica (PRONABIO) y, en el año 2000, el Sistema Nacional de  
Unidades de Conservación (SNUC). Con esta arquitectura institucional, se 
gestionaron recursos y se diseñó el Programa Áreas Protegidas de la Amazonía 
(ARPA), uno de los programas de conservación de bosques tropicales más gran-
des del mundo, coordinado por el Ministerio de Medio Ambiente, administrado 
financieramente por el FUNBIO y financiado por el FMAM, el Gobierno de 
Alemania, WWF-Brasil y el Fondo Amazonía. ARPA fue lanzado en 2002 y su 
desarrollo entre 2002-2007 permitió una expansión de la creación de áreas pro-
tegidas nacionales y estaduales (Dourojeanni y Quiroga, 2006).  

En el Perú, en 1992, se creó la Dirección General Especial para ANP en el 
Instituto Nacional de Recursos Naturales (INRENA) y, en 1997, se promulgó la 
primera ley. En la práctica, el manejo de buena parte del sistema de áreas naturales 
continuó a cargo de las ONG Pronaturaleza y Apeco, que agrupaban a los princi-
pales impulsores de los procesos de conservación del país y cumplieron una labor 
fundamental de protección y transparencia en su manejo (Dourojeanni, 2018). 
Aunque la Constitución Política del Perú de 1993 reconocía por primera vez la na-
ción pluriétnica y multicultural, las disposiciones sobre tierras y territorios empeo-
raron, ya que se suprimió el derecho al reconocimiento de tierras inalienables que 
les había otorgado la Constitución de 1979 y continuaron las regulaciones de la Ley 
de Comunidades Nativas y de Desarrollo Agrario de las Regiones de Selva y Ceja 
de 1978. Las titulaciones en territorio amazónico para megaproyectos extractivos y 
concesiones de diverso tipo a capitales privados incrementaron sustancialmente, así 
como las violaciones a derechos de los pueblos indígenas (Stavenhagen, 2007:14; 
2010). Los reclamos de organizaciones indígenas como AIDESEP por el incumpli-
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miento del Convenio 169 de la OIT y las respuestas violentas del Gobierno nacio-
nal, especialmente durante el Gobierno de Alan García, llevaron a enfrentamientos 
con hechos tan lamentables como los ocurridos en Bagua en junio de 2009, que 
dejaron un saldo de 34 muertos, 158 heridos y decenas de presos (Anaya, 2009).  

A diferencia del Perú, en Colombia la Constitución de 1991, que también 
establecía la nación como pluriétnica y multicultural, en este caso lo hacía con un 
amplio reconocimiento de los derechos de las comunidades indígenas a su autono-
mía, formas de organización política y social en sus tierras y territorios. La amplia 
gama de derechos ciudadanos, el reconocimiento del bloque de constitucionalidad 
y la ampliación de mecanismos de acceso a la justicia, junto con la ratificación de 
convenios internacionales de derechos humanos y medioambientales, legitimaron 
las demandas que habían sido exigidas por diversos sectores sociales, abriendo ca-
nales institucionales para su reivindicación. Sin embargo, esa realidad institucional 
en términos jurídicos contrastaba con las dinámicas de escalonamiento y degrada-
ción del conflicto armado interno, que caracterizó el período 1990-2002. En ese 
sentido, aunque se creó en 1993 el Ministerio de Medio Ambiente, y con este se 
sentaron las bases institucionales para la creación del Sistema Nacional Ambiental 
(SINA) y la aprobación del Plan Nacional de Biodiversidad en 1997, la realidad 
territorial rural y urbana fue el escenario de la guerra y la confrontación abierta de 
diversos frentes y batallas (Guhl y Leiva, 2015; CNMH, 2014). 

En Ecuador, se estableció el Ministerio de Medio Ambiente en 1996 y la re-
forma constitucional de 1998 implantó el Sistema Nacional de Áreas Naturales 
Protegidas. En esta misma reforma, se reconocieron por primera vez los derechos 
colectivos de los pueblos indígenas, se tituló tierras a comunidades indígenas en 
territorio amazónico y se estableció el Programa Nacional para el Desarrollo de 
los Pueblos Indígenas y Negros (PRODEPINE). Más del 80% de los territorios 
indígenas delimitados en la región amazónica se encuentran traslapados a ANP, lo 
que implica medidas de doble conservación. Sin embargo, la inestabilidad políti-
ca fue el rasgo característico de la convulsionada vida política ecuatoriana, cuyos 
principales protagonistas fueron las organizaciones indígenas y sus demandas por 
el reconocimiento de tierras, territorios y culturas. Dichas demandas se vieron par-
cialmente reconocidas durante el Gobierno de Rafael Correa, y la promulgación 
de la Constitución de 2008 reconoció Derechos de la Naturaleza por primera vez 
en el constitucionalismo global3 (Elbers, 2011; Gudynas, 2014).

3.	 El constitucionalismo global hace referencia al conjunto de ideas que van dando forma a visiones sobre la 
arquitectura jurídica supranacional, cuyas bases fundamentales están establecidas en la Carta de Naciones 
Unidas y la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948, las cuales buscan crear condiciones de 
paz y garantía de derechos fundamentales para todos los seres humanos sin distinción (Ferrajoli, 2007).
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Al iniciar la década de los noventa, en México, el movimiento zapatista en la 
Selva Lacandona (estado de Chiapas), que fue sin duda el de mayor visibilidad 
internacional, reivindicó, entre otras cuestiones, el reconocimiento a la autonomía 
y los derechos de los pueblos indígenas. En esta misma selva se encuentra ubicada 
la Reserva de la Biósfera Montes Azules, constituida oficialmente en 1978; des-
de su creación, se han venido desarrollando conflictos irresueltos por la tenencia 
y titulación de la tierra entre diversas comunidades indígenas, derivados de las 
políticas estatales de conservación en el territorio (Stavenhaguen, 2003 y 2013; 
Tauli-Corpus, 2017; Camacho-Bernal y Trench, 2019; Trench, 2017). A pesar 
del reconocimiento en la tenencia de la tierra y sus formas comunales, todos los 
informes sobre pobreza y discriminación ubican las regiones del sur de México, 
con mayor porcentaje de población indígena y zonas boscosas, como las más po-
bres y excluidas de las dinámicas económicas del resto del país (Cortés, 2018). En 
contraste, las dinámicas institucionales, ad portas de la Cumbre de la Tierra de 
1992, permitieron la creación de la Comisión Nacional para el Conocimiento y 
Uso de la Biodiversidad (CONABIO). Del mismo modo, estimulado por la firma 
del tratado del Tratado de Libre Comercio (TLC) con Estados Unidos y Canadá, 
el Gobierno nacional fue favorable a la agenda medioambiental, con la creación 
de la Secretaría de Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca (SEMARNAP). 
Entre 1994 y 2000, convertida en SEMARNAT, durante la dirección de Julia Ca-
rabias, se desarrollaron todas las bases institucionales para la conservación, manejo 
de recursos naturales, normativas, regulaciones y estructuras de gestión, creándose 
la Comisión Nacional de Áreas Naturales Protegidas (CONANP) y el Consejo 
Nacional Forestal (CONAFOR). Ello llevó a un fortalecimiento sin precedentes 
en áreas naturales delimitadas que contaron con equipos, consejos técnicos, planes 
operativos anuales y financiamiento para proyectos de conservación (CONABIO, 
2008 y 2009). 

En un punto intermedio entre las reivindicaciones de comunidades indíge-
nas del sur del país y las dinámicas inscritas en la visión científico-técnica de 
las ANP en México, se encuentran las comunidades ejidales de los bosques. La 
presión de los ejidatarios sobre las políticas de bosques dio paso a la Ley Forestal 
de 1992, la cual permitió una mayor participación social con la creación del 
Consejo Técnico Consultivo Nacional Forestal y los Consejos Técnicos Con-
sultivos Regionales Forestales. Articuladas por la vasta red de intermediación 
institucional, los ejidatarios consiguieron conservar cerca del 70% de las tierras 
forestales del país. Durante la década de los noventa, las comunidades indígenas 
y campesinas de ejidos con vocación forestal mejor organizadas iniciaron proce-
sos de certificación internacional de sus empresas forestales comunitarias. Estas 
iniciativas desarrolladas gracias al tipo de propiedad comunal de los bosques han 
sido reconocidas internacionalmente como ejemplos exitosos de manejo forestal 
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comunitario sostenible y favorable a la conservación, al delimitar zonas de re-
servas dentro de sus bosques, más amplias incluso que las ANP estatales (Bray y 
Merino, 2004; Merino, 2018; Bray, 2020). 

Sintetizando trayectorias y capacidades 
socioestatales

Hasta aquí, hemos analizado los procesos regionales de estructuración de la 
gobernanza ambiental para la protección de áreas naturales, así como sus proce-
sos de institucionalización y acción colectiva, fundamentales para considerar en 
cualquier diseño de implementación de medidas, planes y programas de protec-
ción de ecosistemas estratégicos. En este punto, podemos diferenciar la conso-
lidación de las acciones colectivas y la generación de capacidades socioestatales en 
tres trayectorias principales, establecidas como tipologías analíticas: 

a)	Trayectoria de constestación intensiva en movilización y acción colectiva de 
organizaciones étnicas, siendo Brasil el caso tipo, donde la capacidad de las 
comunidades indígenas para posicionar sus demandas, ejerciendo sus de-
rechos como pueblos y logrando formas de implementación para la doble 
conservación ha sido más contundente. Las capacidades organizativas loca-
les junto con la articulación global han hecho que se escuche la «voz propia» 
de los pueblos indígenas y la responsabilidad estatal. Los desafíos están en 
la voluntad del Gobierno nacional y su capacidad de desmantelamiento de 
procesos construidos; del mismo modo, las comunidades étnicas, aun reco-
nociéndose sus tierras ancestrales, enfrentan escenarios de múltiples violen-
cias legales e ilegales, por parte de actores armados, hacendados y empresas 
extractivas. 

b)	Trayectoria de movilización sociolegal ambiental, siendo Colombia el caso tipo, en la 
que los derechos humanos han dado paso a formas legales de protección de bie-
nes comunes y derechos de la naturaleza, participación y democracia ambiental, 
en contextos de difícil implementación, con baja capacidad estatal de proyección 
en el territorio, derivadas de las dinámicas de conflicto armado interno.   

c)	Trayectoria de institucionalización, siendo México el caso tipo, con capacida-
des científico-técnicas en territorios que promueven la doble conservación y 
donde los desafíos de la trayectoria están asociados a las formas corporativas 
y clientelares dentro de las rígidas estructuras verticales características de las 
formas de organización socioestatal.



Sandra Hincapié

33

Revista CIDOB d’Afers Internacionals, n.º 130, p. 19-45. Abril 2022
ISSN:1133-6595 – E-ISSN:2013-035X – www.cidob.org

Una característica transversal de todos estos procesos ha sido el posiciona-
miento de las mujeres como cabezas visibles con liderazgo, que han ido ga-
nando espacio y reconocimiento a lo largo de los tres ciclos de la movilización 
en todas y cada una de las diferentes trayectorias. Berta Cáceres en Honduras, 
Máxima Acuña en Perú, Sonia Guajajara en Brasil, Francia Marques en Co-
lombia o Esperanza Martínez en Ecuador, son símbolos potentes de las luchas 
ambientales de nuestros tiempos. Pero ello, no solo desde las formas de acción 
colectiva local, sino también desde la construcción de instituciones nacionales 
e internacionales, como los casos de la dirección de SEMARNAT de Julia Ca-
rabias en México o de Christiana Figueres y Patricia Espinosa como secretarias 
ejecutivas de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio Cli-
mático. Todas ellas han logrado convertirse en referentes de la acción climática 
global, derrumbando techos de cristal y convirtiéndose en una inspiración de 
nuevas formas de organización y acción colectiva.  Pero, más allá de los casos 
particulares y su significación simbólica, es fundamental destacar el crecimien-
to exponencial de organizaciones de mujeres que, desde perspectivas ecofemi-
nistas, reivindican la defensa de sus territorios y territorialidades como formas 
de politización de conflictos socioambientales, apropiación de las ideas de los 
derechos humanos, así como configuración de nuevas formas de subjetivación 
y comprensión del propio cuerpo como «territorio soberano». Un ejemplo 
de ello fue la Primera Marcha de Mujeres Indígenas en Brasilia en agosto de 
2019, organizada por la APIB4, y que logró reunir más de 100.000 mujeres 
que cantaron «Territorio: nosso corpo, nosso espírito». 

La participación de las mujeres en el ambientalismo, en la defensa de los 
derechos humanos y en el activismo local, tanto de pueblos étnicos como de ciu-
dadanas interesadas en preservar bienes comunes, ha dado paso a la creación de 
redes con crecimiento exponencial en América Latina. La visibilidad y liderazgo 
de las mujeres y el crecimiento de organizaciones ecofeministas en defensa del 
territorio está incidiendo, cada vez más, para que el diseño e implementación 
de políticas y programas de protección de áreas naturales y comunidades que 
las habitan contribuyan en la transformación de viejos patrones de exclusión y 
fomenten la equidad de género, siendo la interseccionalidad la herramienta de 
aplicación fundamental para el respeto de la diversidad en términos de derechos 
humanos. 

La trayectoria de contestación y acción colectiva de organizaciones étnicas ha per-
mitido durante las últimas décadas la consolidación y coordinación de sus orga-

4.	 Articulação dos Povos Indígenas do Brasil (APIB).
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nizaciones, con capacidades locales, articuladas a nivel global. Las comunidades 
organizadas han ganado experticia y conocimiento sobre las dinámicas institu-
cionales, encontrando la propia voz para presentar ante públicos más amplios, 
nacionales y extranjeros, sus propuestas y exigencias. Las amplias movilizaciones 
de pueblos étnicos en Brasil durante los últimos años, en protesta frente al Go-
bierno de Jair Bolsonaro por la destrucción de la Amazonía al promover la fron-
tera extractiva, ha sido la estrategia de resistencia y acción más consolidada y con 
una amplia resonancia internacional. Estas denuncias han llegado hasta la Corte 
Penal Internacional (CPI), donde el presidente Bolsonaro ha sido denunciado 
por su «política antiindígena», «genocidio» y «ecocidio»; asimismo, por primera 
vez, en la trayectoria global de defensa de derechos humanos, una denuncia es 
presentada por abogados que forman parte de los propios pueblos originarios 

demandantes (APIB, 2021; Gauthe-
ron, 2021;). 

Las organizaciones multilaterales 
de gobernanza ambiental global han 
alentado la formación de gran can-
tidad de organizaciones intermedia-
rias y el establecimiento de fondos 
para la captación de recursos. Pero, 
a diferencia de la estrategia anterior, 
la acción colectiva y de incidencia de 
organizaciones multilaterales en de-
rechos humanos han privilegiado el 
fortalecimiento de las organizaciones 

locales. Ello no ha estado exento de fricciones, ya que, al igual que en muchos 
procesos regionales alrededor del mundo, las organizaciones en reivindicación 
de derechos de los pueblos han criticado a la gobernanza ambiental global, su 
imposición de proyectos y agendas, como los derivados de mercados de carbono 
(Durand; Nygren; Vega-Leinert, 2019). Del mismo modo, otro de los frentes de 
disputa más extendidos es la densidad de organizaciones intermediarias, tanto 
en los niveles nacional como internacional, que compiten con las organizaciones 
locales –de base y comunitarias– en tres aspectos fundamentales: captación de 
fondos, efectividad de las intervenciones y continuidad de los procesos. 

Pasar del reconocimiento nominal y simbólico a medidas concretas, en las 
que las comunidades locales sean ejecutoras directas de las políticas de con-
servación, implica transformar la visión de ayuda humanitaria para dar paso 
al fortalecimiento de capacidades de las comunidades locales, sin exotismos o 
visiones esencialistas, respetando las cosmovisiones particulares. En Ecuador y 
el Perú, los principales conflictos se derivan de la falta de titulación de tierras 

La trayectoria de contestación y acción 
colectiva de organizaciones étnicas ha 
permitido durante las últimas décadas la 
consolidación y coordinación de sus or-
ganizaciones, con capacidades locales, 
articuladas a nivel global. Las comunida-
des organizadas han ganado experticia 
y conocimiento, encontrando la propia 
voz para presentar ante públicos más 
amplios, nacionales y extranjeros, sus 
propuestas y exigencias.
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de las comunidades indígenas como habitantes originarios de dichos territorios, 
guardianes de la conservación y cuidado de los bosques. Igualmente, incentivar 
estrategias de cogestión con modelos de mayor intervención comunitaria, como 
el proyecto Cuencas Sagradas de la Amazonía, que buscan proteger directa y 
permanentemente 30 millones de hectáreas de selvas, uniendo con corredores 
biológicos y ANP del Perú y Ecuador5.  

Las audiencias públicas de la Comisión Interamericana de Derechos Huma-
nos (CIDH), a través de los últimos 20 años, son una evidencia del ensancha-
miento de la acción colectiva y la creación de redes regionales, tanto de or-
ganizaciones étnicas como de amplios y diversos colectivos ciudadanos, ONG 
nacionales articuladas con organizaciones locales, que presentan sus casos de 
manera directa en todos los escenarios, demandando la responsabilidad estatal 
para la protección de sus derechos (Hincapié, 2018). Lamentablemente, a pesar 
de la intensa y ascendente movilización transnacional que denuncia la violencia 
sistemática contra defensores ambientales ante el Sistema Interamericano  de  
Derechos Humanos (SIDH), que ha emitido medidas sobre casos particulares 
tanto por la Comisión como por la Corte Interamericana, las dinámicas de ex-
poliación, despojo y destrucción de ecosistemas siguen aumentando, ante las 
tímidas y contradictorias respuestas estatales que en el Amazonas incluye terri-
torios de nueve países (CIDH, 2019).

A nivel estatal, y como caso tipo de capacidades socioestatales con trayectoria 
de movilización sociolegal ambiental, Colombia destaca por el uso estratégico del 
activismo sociojurídico pro-derechos humanos para la activación de dispositivos 
institucionales de participación/contestación, a fin de presionar por una legisla-
ción protectora de ecosistemas estratégicos y por la defensa de bienes comunes 
específicos, como las ANP. La movilización socioambiental de amplios colecti-
vos ha venido dando forma a líneas jurisprudenciales que avanzan en la reivindi-
cación de derechos de la naturaleza. Y gracias a los mecanismos de exigibilidad y 
reclamación de derechos, especialmente con acciones de tutela, se han impulsa-
do procesos que otorgan personalidad jurídica a varios ecosistemas estratégicos, 
como páramos, bosques, ríos y ciénagas (Hincapié, 2020b). Al establecer con 
claridad los vínculos entre derechos fundamentales de los seres humanos y los 
ecosistemas, que buscan ser protegidos o restaurados, se han promovido proce-
sos de participación y democracia ambiental local, que garantizan la protección 
de bienes y servicios que la naturaleza provee y permiten el ejercicio de derechos 
básicos y esenciales para las presentes y futuras generaciones. 

5.	 Para más información, véase: https://cuencasagradas.org/

https://cuencasagradas.org/
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A pesar de lo anterior, la implementación de fallos, políticas y acuerdos tien-
den a convertirse en procesos inacabados o inestables, difíciles de sostener en el 
tiempo, debido a las dinámicas del conflicto armado, especialmente en territo-
rios periféricos donde justamente se encuentran los amplios territorios boscosos y 
«puntos calientes» de biodiversidad. A ello hay que sumar los conflictos históricos 
por la tenencia de la tierra, profundizados por el desplazamiento forzado interno 
de millones de personas en las últimas cuatro décadas, así como la presión de inte-
reses económicos internacionales ligados a dinámicas extractivas agroindustriales, 
minero-energéticas y forestales. 

De todos los países estudiados, México presenta una trayectoria de mayor esta-
bilidad institucional en sus formas de organización de la política ambiental basada 
en áreas, así como en las formas de cooperación/negociación con las comunidades 
campesinas y ejidales, como actores centrales de los procesos de intervención en 
zonas forestales. En la trayectoria institucional mexicana destacan: el liderazgo y 
apoyo a la investigación científico-técnica a través de centros de investigación li-
derados por el CONACYT, así como universidades regionales en los procesos de 
conservación; una mayor apertura en la integración que alienta sistemas de pro-
ductividad, así como las interdependencias entre instituciones para la conservación 
y el medio ambiente. En este país, la importante arquitectura institucional para 
la conservación de la naturaleza y la protección de recursos naturales ha logrado 
mantenerse formalmente, aunque con importantes recortes presupuestarios en los 
últimos sexenios. En ese sentido, el actual Gobierno federal de Andrés Manuel Ló-
pez Obrador (2018-2024) ha concentrado la dirección de recursos en su programa 
social bandera «Sembrando Vida». Este programa de transferencias condicionadas 
busca cumplir objetivos ambientales y sociales de combate a la pobreza en zonas 
rurales, y va dirigido especialmente a los estados del sur del país, con altas tasas de 
población indígena históricamente marginada y donde se concentran los bosques 
mesófilos del país. Sembrando Vida intenta, asimismo, convertirse en una estrate-
gia de cooperación internacional con los países centroamericanos que conforman 
el Corredor Biológico Mesoamericano6, así como una alternativa a los esquemas 
punitivos tradicionales frente a la migración ilegal. Los resultados ambientales de 
este programa están aún por establecerse, y algunas críticas sobre su implementa-
ción han subrayado el carácter legitimador de grandes proyectos de infraestructura 
en la región (Sandoval, 2020). Sin embargo, conviene comparar las trayectorias 
de la intervención estatal con la región panamazónica en el actual contexto global 

6.	 El Corredor Biológico Mesoamericano es una región que conecta áreas naturales de Belice, Guatemala, 
El Salvador, Honduras, Nicaragua, Costa Rica, Panamá y algunos estados del sur de México.
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de la COVID-19, para establecer la importancia de este tipo de programas, no 
solo en términos ambientales sino también sociales y de bienestar en poblaciones 
tradicionalmente excluidas. 

Con muy diferentes procesos de arraigo, las capacidades socioestatales producto 
de la acción colectiva promovieron procesos de transformación institucional en 
toda la región. Estas trayectorias son fundamentales en la medida que permiten 
comprender los basamentos que generan diversas oportunidades sociopolíticas 
para que arraigue la implementación de medidas, así como para su consolidación 
y fortalecimiento con vistas a acuerdos globales. Sin embargo, las fortalezas parti-
culares en cada trayectoria se enfrentan a un mismo contexto global de alta presión 
por los bienes y servicios de la naturaleza, derivado de las dinámicas extractivas, ne-
cesarias para sostener la intensa transformación tecnológica, transición energética 
y metabolismo social especialmente 
del Norte global. Además, en medio 
de la crisis económica derivada del 
COVID-19, junto con las implica-
ciones económicas a nivel internacio-
nal derivadas de la guerra en Ucrania, 
configuran un escenario que intensi-
fica la presión por los recursos mine-
ro-energéticos, lo que incentiva, aún 
más, el aumento de actores (legales e 
ilegales) en los ecosistemas boscosos y 
selváticos objeto de protección. La consecuencia inmediata de todo lo anterior ha 
sido el incremento exponencial en las tasas de deforestación y minería ilegal que, 
sumado a la actuación de grandes empresas mineras, petroleras y agroindustriales, 
han causado graves violaciones de derechos humanos y medioambientales. Caso 
aparte es la estrategia de desmantelamiento frontal que ha implementado el Go-
bierno brasileño de Jair Bolsonaro, que ha otorgado concesiones para explotación 
de megaminería y proyectos agroindustriales en las regiones mejor conservadas del 
Amazonas en la frontera con Venezuela y Colombia. 

En ese sentido, el entramado de la gobernanza global es contradictorio y precisa 
mayores acuerdos cooperativos. Por ejemplo, el Pacto Verde Europeo apuesta por 
mayores controles a las cadenas de suministros; sin embargo, el tratado UE-Mer-
cosur crea fuertes incentivos al sector agroindustrial señalado por sus implicaciones 
en procesos de deforestación y graves violaciones de derechos humanos, sobre lo 
cual se ha pronunciado el presidente francés Emmanuel Macron (Gouvernement 
de la France, 2020; Sanahuja, 2021; Pérez, 2020). Pasa lo mismo con los compro-
misos asumidos en la COP26 de Glasgow (noviembre de 2021), así como en el 
Convenio sobre la Diversidad Biológica (CDB), que mide metas nacionales, pero 

Pasar del reconocimiento nominal y sim-
bólico a medidas concretas, en las que las 
comunidades locales sean ejecutoras direc-
tas de las políticas de conservación, implica 
transformar la visión de ayuda humani-
taria para dar paso al fortalecimiento de 
capacidades de las comunidades locales, 
sin exotismos o visiones esencialistas, res-
petando las cosmovisiones particulares.



Gobernanza ambiental global, derechos humanos y capacidades socioestatales en América Latina

38

Revista CIDOB d’Afers Internacionals, n.º 130, p. 19-45. Abril 2022
ISSN:1133-6595 – E-ISSN:2013-035X – www.cidob.org

no registra lo que hacen empresas extractivas de capitales estatales de países como 
China en América Latina, las cuales terminan por externalizar el daño ambiental y 
el impacto que ocasionan en términos de derechos humanos. 

Conclusión

Dentro del concierto internacional, América Latina se ha insertado, desde 
la colonia, como una gran proveedora de materias primas. Su riqueza minero-
energética y gran biodiversidad cobran cada día mayor relevancia en medio de 
las disputas geopolíticas que hoy se dirimen en el mundo. En esta apuesta por 
garantizar condiciones de vida sostenibles y, a su vez, responder a las demandas 
de bienes y servicios necesarias para el funcionamiento de la vida diaria de la 
población mundial, los ecosistemas estratégicos y las poblaciones que allí residen 
se encuentran ante una enorme presión. 

En este contexto, este artículo traza las trayectorias en la protección de áreas 
naturales protegidas (ANP) de la región, marcadas por procesos contradictorios 
donde convergen las acciones colectivas de diversos actores. En los últimos 50 
años, dichos procesos han terminado por delimitar en áreas las fronteras internas 
de territorios selváticos y boscosos de América Latina, ricos en recursos naturales 
de todo tipo. En todos los casos, a pesar de las muy diversas formas de institu-
cionalización en las formas de protección de áreas naturales, las comunidades 
locales, étnicas o campesinas son las que protegen en los hechos los ecosistemas 
estratégicos de las diversas formas de depredación por parte de actores legales 
(empresas minero-energéticas transnacionales, madereras, etc.) e ilegales (colo-
nos, minería ilegal, organizaciones armadas en busca de rentas), y se encuentran 
expuestas a graves riesgos, así como a las consecuencias que representa para la 
salud el daño medioambiental de sus ecosistemas. Las dinámicas extractivas en 
las ANP están asociadas a cadenas de suministros globales y empresas transna-
cionales, que hacen perentoria en la gobernanza ambiental global la operación 
de mecanismos efectivos sobre responsabilidad extraterritorial de estados y empre-
sas, que garanticen la implementación de medidas de salvaguarda ecosistémica y 
respeto por los derechos humanos.

Los lineamientos ambientales a través de acuerdos multilaterales sin carácter 
obligatorio, al igual que las delimitaciones de territorios para la conservación im-
puestos desde arriba, en correspondencia con las decisiones de gobernanza am-
biental global, se han sobrepuesto a distintas territorialidades construidas desde 
abajo a lo largo del tiempo, lo que ha generado diversos tipos de conflictos por la 
apropiación, disposición y distribución de los bienes y servicios de la naturaleza.  



Sandra Hincapié

39

Revista CIDOB d’Afers Internacionals, n.º 130, p. 19-45. Abril 2022
ISSN:1133-6595 – E-ISSN:2013-035X – www.cidob.org

A pesar de ello, se han construido capacidades socioestatales que operan en to-
dos los sentidos, al promover la arquitectura institucional protectora de ecosis-
temas, legislación y jurisprudencia que declara el derecho a un medio ambiente 
sano, así como el reconocimiento de los derechos de los pueblos y el patrimonio 
biocultural. El repertorio de derechos humanos ha sido en toda la región la 
estrategia de movilización que ha permitido conectar las demandas de los pue-
blos y de la ciudadanía por un medio ambiente sostenible, con las instituciones 
estatales y supranacionales, tejiendo a su vez redes de acción colectiva en todos 
los niveles, desde el local hasta el transnacional.

En Brasil, Perú y Ecuador los principales actores han sido las comunidades étni-
cas en procesos de contestación y movilización en defensa de sus territorios, aleja-
dos por lo general de centros urbanos. En Colombia, además de comunidades in-
dígenas, las dinámicas de protección 
de ecosistemas en las últimas décadas 
han sido encabezadas por movimien-
tos ambientalistas, diversas formas de 
activismo local por áreas naturales 
urbanas y rurales y semirurales, con 
una activa movilización sociojurídica 
que ha llevado a legislación vanguar-
dista en la protección de derechos de 
la naturaleza, empañada por los retos 
de implementación en escenarios de 
conflicto armado. En México, las dinámicas de institucionalización han creado 
vínculos más estables y una presencia estatal más arraigada en los territorios, que 
encuentra retos asociados a las dinámicas políticas con sus formas de operación 
tradicional, las cuales están teniendo transformaciones importantes durante el ac-
tual Gobierno, aún por evaluarse a fin de poder establecer sus impactos.

Garantizar la transición energética, que precisa altos niveles de suministros 
de materias primas, requiere una arquitectura institucional fuerte, coherente y 
unificada, que esté transversalmente regulada por parámetros de derechos hu-
manos y medidas de control ambiental que dejen de ser un añadido cosmético 
de cumplimiento en algún punto de los acuerdos. Es preciso estudiar la transi-
ción urbana y protección de áreas a su interior, el entramado de regulaciones y 
su implementación, cadenas de suministros, áreas de extracción, actores intervi-
nientes, medidas y procesos de gobernanzas globales traslapadas. Fuertes alian-
zas público-privadas pueden contribuir en los procesos de transición energética, 
garantizando que se protejan los ecosistemas estratégicos y sus procesos se rijan 
sobre normas de derechos humanos, promuevan la equidad de género para las 
mujeres y transformen viejas estructuras de exclusión. 

Garantizar la transición energética, que 
precisa altos niveles de suministros de 
materias primas, requiere una arquitec-
tura institucional fuerte, coherente y unifi-
cada, que esté transversalmente regulada 
por parámetros de derechos humanos y 
medidas de control ambiental que dejen 
de ser un añadido cosmético de cumpli-
miento en algún punto de los acuerdos.
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